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MINISTERIO DE INDUSTRIA, 
TURISMO Y COMERCIO

 20554 RESOLUCIÓN de 26 de noviembre de 2007, de 
la Dirección General de Política Energética y 
Minas, por la que se hacen públicos los nuevos 
precios de venta de gas natural para uso como 
materia prima.

La Orden del Ministerio de Economía de 28 de mayo 
de 2001 modifica el punto 1.4.1 del Anejo de la Orden de 30 
de septiembre de 1999, y actualiza los parámetros del sis-
tema de precios de los suministros de gas natural para 
usos industriales, incluyendo una tarifa específica de gas 
natural para su uso como materia prima.

En desarrollo del real decreto 949/2001, de 3 de 
agosto, la Orden del Ministerio de Economía ECO/33/2004, 
de 15 de enero, regula las tarifas de gas natural y gases 
manufacturados por canalización y alquiler de contadores 
y en su Disposición transitoria única, dicta que la tarifa 
para suministros de gas natural para su utilización como 
materia prima, establecida en el punto 1.4.1 del Anejo I de 
la Orden de 30 de septiembre de 1999, con las modifica-
ciones introducidas en la Orden de 28 de mayo de 2001, 
será de aplicación hasta el 31 de diciembre del año 2009.

El artículo 12.1 de la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, 
de Reformas para el Impulso a la Productividad, establece 
que mediante Orden Ministerial, previo Acuerdo de la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económi-
cos, se dictarán las disposiciones necesarias para el esta-
blecimiento de las tarifas de venta del gas natural, gases 
manufacturados y gases licuados del petróleo por canali-
zación para los consumidores finales, así como los pre-
cios de cesión de gas natural y de gases licuados del 
petróleo para los distribuidores de gases combustibles 
por canalización, estableciendo los valores concretos de 
dichas tarifas y precios o un sistema de determinación y 
actualización automática de las mismas. Las tarifas de 
venta a los usuarios serán únicas para todo el territorio 
nacional, sin perjuicio de sus especialidades.

El apartado sexto de la Orden Ministerial de 30 de sep-
tiembre de 1999 establece que la Dirección General de la 
Energía del Ministerio de Industria y Energía efectuará los 
cálculos y procederá a la publicación mensual en el BOE 
de los precios de venta de los suministros del gas natural 
para uso como materia prima, que entrarán en vigor el día 
uno de cada mes.

En cumplimiento de la normativa anterior y de 
acuerdo con lo dispuesto en el apartado sexto de la Orden 
de 30 de septiembre de 1999, esta Dirección General de 
Política Energética y Minas ha resuelto lo siguiente:

Primero.–Desde las cero horas del 1 de diciembre 
de 2007, el precio de venta, excluido impuestos, aplicable 
al suministro de gas natural como materia prima será 
de 2,3199 cents/kWh.

Segundo.–Las facturaciones de los consumos corres-
pondientes a los suministros de gas natural por canaliza-
ción medidos por contador, relativas al período que 
incluya la fecha de entrada en vigor de esta Resolución, o 
en su caso, de otras Resoluciones anteriores o posteriores 
relativas al mismo período de facturación, se calcularán 
repartiendo proporcionalmente el consumo total corres-
pondiente al período facturado a los días anteriores y 
posteriores a cada una de dichas fechas, aplicando a los 
consumos resultantes del reparto los precios que corres-
ponden a las distintas Resoluciones aplicables.

Madrid, 26 de noviembre de 2007.–El Director General 
de Política Energética y Minas, Jorge Sanz Oliva. 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 20555 REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/2007, de 16 de 

noviembre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias.

I

Este real decreto legislativo cumple con la previsión 
recogida en la disposición final quinta de la Ley 44/2006, 
de 29 de diciembre, de mejora de la protección de los 
consumidores y usuarios, que habilita al Gobierno para 
que, en el plazo 12 meses, proceda a refundir en un único 
texto la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y las normas de 
transposición de las directivas comunitarias dictadas en 
materia de protección de los consumidores y usuarios 
que inciden en los aspectos regulados en ella, regulari-
zando, aclarando y armonizando los textos legales que 
tengan que ser refundidos.

Para la identificación de las normas objeto de refundi-
ción se ha considerado el listado del anexo de la Directiva 
98/27/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de 
mayo de 1998, relativa a las acciones de cesación en 
materia de protección de los intereses de los consumido-
res y usuarios, que identifica las disposiciones comunita-
rias dictadas en materia de protección de los consumido-
res y usuarios, y, en consecuencia, las normas de 
transposición respecto de las cuales debe examinarse la 
procedencia de su incorporación al texto refundido.

Analizado en anexo de la citada directiva, se integran 
en el texto refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementa-
rias las normas de transposición de las directivas comuni-
tarias que, dictadas en materia de protección de los consu-
midores y usuarios, inciden en los aspectos contractuales 
regulados en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, y que estable-
cen el régimen jurídico de determinadas modalidades de 
contratación con los consumidores, a saber: los contratos 
celebrados a distancia y los celebrados fuera de estableci-
miento comercial.

La regulación sobre garantías en la venta de bienes de 
consumo, constituye transposición de directiva comuni-
taria que incide en el ámbito de la garantía regulado por 
la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, procediéndose, igualmente a su refundición.

Asimismo, se incorpora a la refundición la regulación 
sobre viajes combinados, por tratarse de una norma de 
transposición de directiva comunitaria que se integra en 
el acervo comunitario de protección de los consumidores 
y establece un régimen jurídico específico en la contrata-
ción con consumidores no afectado por las normas esta-
tales sectoriales sobre turismo.

Además, se incorpora al texto refundido la regulación 
sobre la responsabilidad civil por daños causados por 
productos defectuosos, norma de transposición de direc-
tiva comunitaria que incide en aspectos esenciales regula-
dos en la Ley General de Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, y que, como de manera unánime reconoce la doc-
trina y jurisprudencia requiere aclarar y armonizar sus res-
pectivas regulaciones, al objeto de asegurar una adecuada 
integración entre ellas, superando aparentes antinomias.

Otras normas de transposición de las directivas comu-
nitarias citadas en el anexo de la Directiva 98/27/CE, sin 
embargo, instrumentan regímenes jurídicos muy diver-
sos que regulan ámbitos sectoriales específicos alejados 
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del núcleo básico de la protección de los consumidores y 
usuarios.

Tal es el caso de las leyes que regulan los servicios de 
la sociedad de la información y el comercio electrónico, las 
normas sobre radiodifusión televisiva y la Ley 29/2006, 
de 26 de julio, de garantías y uso racional de los medica-
mentos y productos sanitarios.

La Ley 7/1995, de 23 de marzo, de crédito al consumo, 
aún cuando contiene una regulación específica de los con-
tratos con consumidores, no se incorpora a la refundición 
en consideración a su incidencia específica, también, en el 
ámbito financiero. Tales circunstancias determinan que las 
prescripciones de la Ley de crédito al consumo se comple-
ten no sólo con las reglas generales contenidas en la
Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, sino también con aquéllas pro-
pias reguladoras de los servicios financieros, en particular 
las referidas a las obligaciones de las entidades de crédito 
en relación con la información a los clientes, publicidad y 
transparencia de las operaciones. Por ello, se considera 
que se integra de manera más armónica la regulación 
sobre crédito al consumo en este grupo de disposiciones 
financieras. Coadyuva esta decisión la incorporación al 
ordenamiento jurídico interno, mediante Ley 22/2007, de 11 
de julio, sobre comercialización a distancia de servicios 
financieros destinados a los consumidores, de la Directi-
va 2002/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 23 de septiembre de 2002, relativa a la comercialización 
a distancia de servicios financieros destinados a los consu-
midores, y por la que se modifican la Directiva 90/619/CEE 
del Consejo y las Directivas 97/7/CE y 98/27/CE.

El peculiar régimen de constitución de los derechos de 
aprovechamiento por turno de bienes inmuebles de uso 
turístico y el establecimiento de normas tributarias 
específicas en la Ley 42/1998, de 15 de diciembre, que 
transpuso al ordenamiento jurídico interno la Directiva 
94/47/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 
de octubre de 1994, desaconseja, asimismo, su inclu-
sión en el texto refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias dada su indudable incidencia tam-
bién en los ámbitos registral y fiscal, ajenos al núcleo 
básico de protección de los consumidores.

Tampoco es objeto de refundición la Ley 34/1998, 
de 11 de noviembre, General de Publicidad, ya que su 
ámbito subjetivo de aplicación incluye también las 
relaciones entre empresarios y su contenido está pen-
diente de revisión como consecuencia de la aprobación 
de la Directiva 2005/29/CE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 11 de mayo de 2005, relativa a las prác-
ticas comerciales desleales de las empresas con los 
consumidores en el mercado interior, que debe ser 
incorporada a nuestro ordenamiento jurídico.

Por último, las normas reglamentarias que transponen 
directivas dictadas en materia de protección a los consumi-
dores y usuarios, tales como las relativas a indicación de 
precios, etiquetado, presentación y publicidad de productos 
alimenticios, etcétera, no se incorporan al texto refundido 
de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias, toda vez que, 
como ha declarado el Consejo de Estado, la delegación 
legislativa no autoriza a incorporar al texto refundido dispo-
siciones reglamentarias, ni para degradar el rango de las 
disposiciones legales excluyéndolas de la refundición.

En consecuencia, el cumplimiento del mandato conte-
nido en la disposición final quinta de la Ley 44/2006, de 29 
de diciembre, de mejora de la protección de los consumi-
dores y usuarios, exige incorporar al texto refundido de la 
Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usua-
rios y otras leyes complementarias, la Ley 26/1984, de 19 
de julio, General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, la Ley 26/1991, de 21 de noviembre, sobre con-
tratos celebrados fuera de los establecimientos mercanti-

les; la regulación dictada en materia de protección a los 
consumidores y usuarios en la Ley 47/2002, de 19 de 
diciembre, de reforma de la Ley de Ordenación del 
Comercio Minorista, para la transposición al ordena-
miento jurídico español de la Directiva sobre contratos a 
distancia; la Ley 23/2003, de 10 de julio, de Garantías en la 
Venta de Bienes de Consumo, la Ley 22/1994, de 6 de julio, 
de responsabilidad civil por los daños causados por pro-
ductos defectuosos; la Ley 21/1995, de 6 de julio, sobre 
viajes combinados.

II

El texto refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras leyes comple-
mentarias se estructura en cuatro libros.

El libro primero se divide en cinco títulos. El primero, 
relativo a las disposiciones generales, incorpora una deli-
mitación del ámbito de aplicación de la Ley 26/1984, de 19 
de julio, General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y una lista de conceptos reiteradamente utiliza-
dos en ella, asegurando una mayor claridad en la redac-
ción, evitando repeticiones innecesarias e integrando las 
lagunas que había identificado la doctrina. En este título 
se regulan, asimismo, los derechos de los consumidores 
y usuarios y la legislación básica sobre ellos.

El título II de este libro primero contiene la regulación 
del derecho de representación, consulta y participación e 
incorpora el régimen jurídico básico de las asociaciones 
de consumidores y usuarios adoptado en la modificación 
normativa introducida por la Ley de mejora de la protec-
ción de los consumidores y usuarios.

En el título III del libro primero se incorpora la regula-
ción en materia de cooperación institucional, especial-
mente relevante en la protección de los consumidores y 
usuarios teniendo en cuenta las competencias en la mate-
ria de las comunidades autónomas y de las entidades 
locales. Se integra así en un título específico la regulación 
de la Conferencia Sectorial de Consumo incorporada en la 
Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usua-
rios en la modificación realizada por la Ley de mejora de 
los consumidores y usuarios y las disposiciones específi-
cas sobre cooperación institucional en materia de forma-
ción y control de la calidad.

Se fundamentan, en consecuencia, las disposiciones 
de este título en el principio de cooperación, en relación 
con el cual el Tribunal Constitucional, entre otras en STC 
13/2007, FJ 7, viene señalando que «las técnicas de coope-
ración y colaboración «son consustanciales a la estructura 
compuesta del Estado de las Autonomías» (STC 13/1992, 
de 6 de febrero, F.7; y en el mismo sentido SSTC 132/1996, 
de 22 de julio F.6 y 109/1998, de 21 de mayo, F.14) y que el 
principio de cooperación «que no necesita justificarse en 
preceptos constitucionales o estatutarios concretos» (STC 
141/1993, de 22 de abril, F.6.ñ; y en el mismo sentido STC 
194/2004, de 4 de noviembre, F.9) «debe presidir el ejerci-
cio respectivo de competencias compartidas por el Estado 
y las comunidades autónomas (STC 13/1988, de 4 de 
febrero, F.2; en el mismo sentido, STC 102/1995, de 26 de 
junio, f. 31) (…)».

La sentencia del Tribunal Constitucional 15/1989, de 26 
de enero de 1989, y el régimen jurídico vigente, aten-
diendo a las competencias asumidas por las comunida-
des autónomas y las entidades locales en materia de 
protección de los consumidores y usuarios, ha exigido 
regularizar y aclarar muchas de las disposiciones conteni-
das en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, y ahora incor-
poradas al libro primero, títulos I y III.

En particular, se circunscriben las obligaciones 
impuestas a los medios de comunicación, a la radio y 
televisión de titularidad estatal, insertándose tales obliga-
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ciones en el ámbito de la potestad de autoorganización de 
la Administración General del Estado.

Igualmente, atendiendo a las competencias de las enti-
dades locales en materia de defensa de los consumidores 
y usuarios y sin perjuicio de la participación de la asocia-
ción de entidades locales con mayor implantación en la 
Conferencia Sectorial de Consumo, conforme previene el 
artículo 5.8 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, se establece expresa-
mente la cooperación institucional entre la Administración 
General del Estado y las entidades locales a través de la 
asociación con mayor implantación.

El título IV contiene las disposiciones en materia de 
procedimiento sancionador e infracciones y sanciones.

El título V, último del libro, articula el acceso a la justi-
cia de los consumidores y, en particular, incorpora la 
regulación de las acciones de cesación frente a las con-
ductas contrarias a la regulación contenida en el texto 
refundido de la Ley General para la Defensa de los Consu-
midores y Usuarios y otras leyes complementarias y el 
Sistema Arbitral de Consumo.

En la regulación del Sistema Arbitral del Consumo 
contenida en el capítulo II de este título V, se incorporan 
las importantes modificaciones introducidas por la Ley de 
mejora de la protección de los consumidores y usuarios, 
en el régimen jurídico de este eficaz mecanismo de reso-
lución extrajudicial de conflictos.

Conforme a la regulación adoptada, los pactos de 
sumisión al arbitraje se conducen al momento en el que el 
consumidor puede evaluar correctamente el alcance de la 
decisión que, en la mayor parte de los casos, se ve obli-
gado a adoptar, y que es aquél en el que surge la contro-
versia. Se eleva con ello la protección del usuario ante 
fórmulas arbitrales no siempre lícitas y se garantiza la no 
renuncia previa a los derechos reconocidos legalmente. 
Esta regla se completa con la determinación de la nulidad 
de los pactos suscritos contraviniéndola, en aplicación de 
las previsiones de la propia Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios sobre la irrenunciabili-
dad de los derechos reconocidos por la ley al consumidor. 
La tipificación de su vulneración, como infracción de con-
sumo, se deduce claramente del artículo 49, apartado 13 
en el que se califica como tal el incumplimiento de los 
requisitos, obligaciones o prohibiciones establecidas en 
esta Ley y disposiciones que la desarrollen.

Se incorpora al articulado, asimismo, las precisiones 
introducidas por la reiterada Ley 44/2006, de 29 de diciem-
bre, sobre la determinación reglamentaria de los supues-
tos en que podrá interponerse reclamación ante la Junta 
Arbitral Nacional frente a las resoluciones de las juntas 
arbitrales territoriales sobre admisión e inadmisión de 
solicitudes de arbitraje y el establecimiento, asimismo, en 
la norma reglamentaria, de los supuestos en que actuará 
un árbitro único en la administración del arbitraje de con-
sumo.

El libro segundo, que regula relaciones jurídicas priva-
das, se estructura en cinco títulos. El título I, en el que se 
contienen las disposiciones generales de los contratos 
con los consumidores, siguiendo el régimen contenido en 
la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y estableciendo, conforme 
a las previsiones de las normas que se incorporan al texto 
refundido de la Ley General para la Defensa de los Consu-
midores y Usuarios y otras leyes complementarias, el 
régimen común del derecho de desistimiento en aquellos 
contratos en los que se prevé tal derecho.

Se incorporan en este título las disposiciones introdu-
cidas por la Ley de mejora de la protección de los consu-
midores, en materia de contratos con los consumidores.

Esta ley, para evitar la imposición a los consumidores 
de obstáculos onerosos o desproporcionados para el ejer-
cicio de los derechos reconocidos en el contrato y en 

coherencia con lo previsto en la Directiva 2005/29/CEE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2005, 
sobre prácticas comerciales desleales, que prohíbe los 
obstáculos no contractuales para el ejercicio de tales dere-
chos, y en tal sentido deberá ser transpuesta a nuestro 
ordenamiento jurídico, se prohíben las cláusulas contrac-
tuales que establezcan estas limitaciones y, en particular, la 
imposición de plazos de duración excesiva o las limitacio-
nes que excluyan u obstaculicen el derecho del consumi-
dor a poner fin al contrato.

En los contratos de prestación de servicios o suminis-
tro de bienes de tracto sucesivo o continuado, se han 
observado prácticas obstruccionistas al derecho del con-
sumidor a ponerles fin. Para evitarlas, se introducen refor-
mas para que quede claramente establecido, tanto en la 
fase previa de información como en la efectiva formaliza-
ción contractual, el procedimiento mediante el cual el 
consumidor puede ejercitar este derecho y se asegura 
que pueda ejercitarlo en la misma forma en que contrató, 
sin sanciones o cargas.

Estas reglas se completan con dos previsiones. De un 
lado, la integración del contrato conforme a la buena fe 
objetiva, según las reglas de interpretación e integración 
del Código Civil y las exigencias de la leal competencia. 
Se refuerza así la posición contractual del consumidor y 
se establece con claridad en la norma la interpretación 
que del artículo 1258 del Código Civil mantenían la doc-
trina y jurisprudencia más avanzada.

De otro lado, estableciendo la necesidad de que la 
información precontractual obligatoria se facilite al con-
sumidor de forma gratuita, sin costes adicionales. Esta 
previsión tiene por objeto evitar prácticas lesivas, con-
forme a las cuales el cumplimiento de las obligaciones 
legales de los empresarios no sólo suponen costes adicio-
nales a los consumidores, sino una retribución adicional 
al operador, mediante la utilización de las nuevas tecnolo-
gías. Nuevas tecnologías que, por otra parte, permiten la 
prestación gratuita de la información mínima exigible, 
conforme ya está previsto en algunos ámbitos de la acti-
vidad económica.

El título II establece el régimen jurídico en materia de 
cláusulas contractuales no negociadas individualmente y 
cláusulas abusivas, conforme a las previsiones conteni-
das en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios.

Es en este título en el que quedan incorporadas las 
modificaciones introducidas por la Ley de mejora en 
materia de cláusulas y prácticas abusivas. Tal es el caso 
del fortalecimiento de la protección del consumidor 
adquirente de vivienda cuando se precisa el carácter abu-
sivo de las cláusulas que le trasladen gastos que corres-
ponden al profesional, tal es el caso de los impuestos en 
los que el sujeto pasivo es el vendedor, o los gastos de las 
conexiones a los suministros generales de la vivienda, 
con el fin de evitar cláusulas no negociadas que trasladan 
dichos gastos al consumidor.

Se incorporan, asimismo, las previsiones tendentes a 
dar mayor claridad en las modalidades de cálculo del pre-
cio de los contratos, evitando la facturación de servicios 
no prestados efectivamente.

En materia contractual, asimismo, se clarifica la equipa-
ración entre las estipulaciones contractuales no negociadas 
y las prácticas no consentidas expresamente con idénticos 
efectos para los usuarios y en el ámbito sancionador.

Los títulos III y IV se destinan, respectivamente, a 
regular los contratos con consumidores celebrados a dis-
tancia y fuera de los establecimientos mercantiles.

Se incorporan así al texto refundido las disposiciones 
destinadas a regular las relaciones jurídicas con los con-
sumidores en los contratos a distancia de bienes y servi-
cios contenidas en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Orde-
nación del Comercio Minorista, modificada por la Ley 
47/2002, de 19 de diciembre, de reforma de la Ley 7/1996, 
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de Ordenación del Comercio Minorista, para la transposición 
al ordenamiento jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en 
materia de contratos a distancia y para la adaptación de la 
Ley a diversas directivas comunitarias.

Como consecuencia de esta refundición la regulación 
sobre contratos a distancia contenida en la Ley 7/1996, de 15 
de enero, queda vigente para la regulación de las relaciones 
empresariales.

Igualmente se incorpora al texto refundido la regula-
ción contenida en la Ley 26/1991, de 21 de noviembre, 
sobre contratos celebrados fuera de los establecimientos 
mercantiles.

El título V, último del libro segundo, regula el régimen 
de garantías y servicios posventa, integrando armónica-
mente el régimen de garantías previsto en la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y la 
regulación contenida en la Ley 23/2003, de 10 de julio, de 
Garantías en la Venta de Bienes de Consumo.

El libro tercero armoniza el régimen de responsabili-
dad civil por daños causados por productos defectuosos, 
previsto en la Ley 22/1994, de 6 de julio, y las disposicio-
nes sobre responsabilidad contenidas en el capítulo VIII 
de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios.

Este libro se divide en tres títulos. El título I en el que 
se contienen las disposiciones comunes en materia de 
responsabilidad por daños causados por bienes y servi-
cios defectuosos, el título II en el que se regula la respon-
sabilidad civil causada por productos defectuosos y el 
título III en el que se regula la responsabilidad causada 
por el resto de los bienes y servicios.

En el libro cuarto, por último, se incorpora la regula-
ción específica sobre viajes combinados. Este libro de 
divide en dos títulos, el primero sobre disposiciones 
generales y el segundo sobre resolución del contrato y 
responsabilidades.

Las tres disposiciones transitorias del texto refundido 
de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias garantizan que 
no se altere el régimen transitorio respecto de la garantía 
comercial, mantienen el régimen transitorio en los bie-
nes que han de ser considerados como bienes de natura-
leza duradera y determinan la inaplicabilidad de la Ley 
22/1994, de 6 de julio, a los productos que aún pudiera 
haber en nuestro mercado, puestos en circulación con 
anterioridad al 8 de julio de 1994.

En tres disposiciones finales se mantiene la habilita-
ción al Gobierno para modificar las cuantías establecidas 
en el texto refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementa-
rias y para el desarrollo reglamentario de lo dispuesto en 
la ley, manteniendo la aplicabilidad del régimen regla-
mentario en materia de infracciones y sanciones en los 
términos previstos en la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios.

La atribución al Gobierno, en la disposición final 
segunda, de facultades de desarrollo reglamentario en el 
ámbito de sus competencias incluye las materias sobre 
las que el Estado tiene competencias exclusivas y excep-
cionalmente, en relación con las normas enumeradas en 
el apartado 2 de la disposición final primera del real 
decreto legislativo, en aquéllos supuestos en los con-
forme a la doctrina constitucional, y con el carácter de 
excepcionalidad proclamado por el Tribunal Constitucio-
nal, se justifica el recurso al reglamento para establecer 
normas básicas.

Conforme a esta doctrina, la invocación de esta «dis-
pensa excepcional» de la suficiencia de rango normativo 
de las bases (STC 69/1988, 194/2004) sólo esta justificada 
en determinados supuestos. Así, «cuando resulta comple-
mento indispensable para asegurar el mínimo común 
denominador establecido en las normas básicas» (entre 
otras SSTC 25/1983, 32/1983 y 48/1988); o «cuando, por la 

naturaleza de la materia, resultan complemento necesario 
para garantizar la consecución de la finalidad objetiva a 
que responde la competencia estatal sobre las bases» o, 
por último, cuando la ley formal no es el instrumento idó-
neo para regular exhaustivamente todos los aspectos 
básicos de la materia debido al «carácter marcadamente 
técnico o a la naturaleza coyuntural y cambiante» de los 
mismos» (STC 131/1996).

De este modo, siendo constitucionalmente admisible 
reconocer al Gobierno la potestad de complementar las 
normas básicas con disposiciones reglamentarias, tal 
posibilidad queda circunscrita a los supuestos en que tal 
facultad es constitucionalmente admisible conforme a la 
doctrina del Tribunal Constitucional.

III

El texto refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras leyes comple-
mentarias pretende, asimismo, aproximar la legislación 
nacional en materia de protección de los consumidores y 
usuarios a la legislación comunitaria, también en la termi-
nología utilizada. Se opta por ello por la utilización de los 
términos consumidor y usuario y empresario.

Así, el concepto de consumidor y usuario se adapta a 
la terminología comunitaria, pero respeta las peculiarida-
des de nuestro ordenamiento jurídico en relación con las 
«personas jurídicas».

El consumidor y usuario, definido en la ley, es la per-
sona física o jurídica que actúa en un ámbito ajeno a una 
actividad empresarial o profesional. Esto es, que interviene 
en las relaciones de consumo con fines privados, contra-
tando bienes y servicios como destinatario final, sin incor-
porarlos, ni directa, ni indirectamente, en procesos de 
producción, comercialización o prestación a terceros.

Se incorporan, asimismo, las definiciones de empresa-
rio, productor, producto y proveedor, al objeto de unificar la 
terminología utilizada en el texto. Las definiciones de 
empresario, productor y producto son las contenidas en las 
normas que se refunden. El concepto de proveedor es el de 
cualquier empresario que suministra o distribuye productos 
en el mercado, distinguiéndose del vendedor, que, aunque 
no se define, por remisión a la legislación civil es quien inter-
viene en un contrato de compraventa, en el caso de esta ley, 
actuando en el marco de su actividad empresarial.

Por otra parte, las referencias a las Administraciones 
públicas competentes o la inclusión en el texto refundido 
de normas sobre contratos cuyo control administrativo 
está atribuido a administraciones sectoriales distintas de 
las competentes en materia de consumo, no tiene efectos 
de atribución o modificación de las competencias admi-
nistrativas atribuidas por la normativa estatal o autonó-
mica que resulte de aplicación.

El texto refundido no prejuzga cuáles sean las Adminis-
traciones públicas competentes en relación con las mate-
rias contenidas en él, consciente de que la protección de 
los consumidores es una materia pluridisciplinar en la que 
concurren diversas Administraciones. Las Administracio-
nes públicas competentes serán, en cada caso, las que 
tengan atribuida tal competencia por razón de la materia 
con pleno respeto a la autonomía organizativa de las dis-
tintas Administraciones involucradas, en particular en las 
materias relacionadas con la salud y el turismo.

IV

En la tramitación del texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras 
leyes complementarias, se ha dado audiencia al Consejo 
de Consumidores y Usuarios y a las organizaciones 
empresariales más representativas y se ha contado con el 
parecer de las comunidades autónomas, de la Federación 
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Española de Municipios y Provincias y del Consejo Econó-
mico y Social.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Sanidad 
y Consumo y de Justicia, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 16 de noviembre de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo único. Aprobación del texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usua-
rios y otras leyes complementarias.

Se aprueba el texto refundido de la Ley General para 
la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, al que se incorpora lo dispuesto en la 
Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, y la regulación sobre contratos 
con los consumidores o usuarios celebrados fuera de los 
establecimientos mercantiles y a distancia; las disposicio-
nes sobre garantías en la venta de bienes de consumo; la 
regulación sobre responsabilidad civil por los daños cau-
sados por productos defectuosos y la regulación sobre 
viajes combinados.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Se derogan las siguientes disposiciones:

1. Los artículos 48 y 65.1, letras n) y ñ) y la disposi-
ción adicional primera de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 
Ordenación del Comercio Minorista. Igualmente se dero-
gan en la disposición final única de la Ley 7/1996, de 15 de 
enero, las menciones que se realizan al artículo 48 y la 
disposición adicional primera en su párrafo primero e 
íntegramente su último párrafo.

2. La Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios.

3. Ley 26/1991, de 21 de noviembre, sobre contratos 
celebrados fuera de los establecimientos mercantiles.

4. Ley 22/1994, de 6 de julio, de responsabilidad civil 
por los daños causados por productos defectuosos.

5. Ley 21/1995, de 6 de julio, reguladora de los viajes 
combinados

6. Ley 23/2003, de 10 de julio, de Garantías en la 
Venta de Bienes de Consumo

Disposición final primera. Título competencial.

1. El capítulo I del título I del libro primero, en el que 
se define su ámbito de aplicación y el artículo 10, tienen 
carácter básico en relación con los preceptos del apartado 2 
de esta disposición y se dictan en el uso de competencias 
exclusivas del Estado en relación con las disposiciones del 
apartado 3.

2. Los artículos 8, 9, 17.1, 18, 23. 1 y 3, 25 y 26; los capí-
tulos III y V del título I del libro primero y el título IV del libro 
primero tienen carácter básico al dictarse al amparo de las 
competencias que corresponden al Estado en el artículo 
149.1. 1.ª, 13.ª y 16.ª de la Constitución Española.

3. El artículo 24 y el título V del libro primero, los 
libros segundo, tercero y cuarto, las disposiciones transito-
rias y las disposiciones finales se dictan en base a las com-
petencias exclusivas que corresponden al Estado en mate-
ria de legislación mercantil, procesal y civil, conforme al 
artículo 149.1. 6.ª y 8.ª de la Constitución española.

4. El resto de los preceptos del título II del libro pri-
mero serán de aplicación a las asociaciones de consumi-
dores y usuarios de competencia estatal.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto legislativo y el texto refundido 
que aprueba entrarán en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 16 de noviembre de 2007.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno
y Ministra de la Presidencia,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ
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LIBRO CUARTO

Viajes combinados

TÍTULO I

Disposiciones generales

CAPÍTULO I

Ámbito de aplicación

Artículo 150. Ámbito de aplicación.

1. Este libro será de aplicación a la oferta, contrata-
ción y ejecución de las vacaciones, los circuitos y los via-
jes combinados definidos en el artículo siguiente.

2. La facturación por separado de varios elementos 
de un mismo viaje combinado no exime al organizador o 
al detallista del cumplimiento de las obligaciones estable-
cidas por este Libro.

Artículo 151. Definiciones.

1. A los efectos de este libro se entenderá por:

a) «Viaje combinado»: la combinación previa de, por 
lo menos, dos de los elementos señalados en el párrafo 
siguiente, vendida u ofrecida en venta con arreglo a un 
precio global, cuando dicha prestación sobrepase las 24 
horas o incluya una noche de estancia.

Los elementos a que se refiere el párrafo anterior son 
los siguientes:

i) transporte,
ii) alojamiento,
iii) otros servicios turísticos no accesorios del trans-

porte o del alojamiento y que constituyan una parte signi-
ficativa del viaje combinado.

b) «Organizador»: la persona física o jurídica que 
organice de forma no ocasional viajes combinados y los 
venda u ofrezca en venta, directamente o por medio de un 
detallista.

c) «Detallista»: la persona física o jurídica que venda 
u ofrezca en venta el viaje combinado propuesto por un 
organizador.

d) «Contratante principal»: la persona física o jurí-
dica que compre o se comprometa a comprar el viaje 
combinado.

e) «Beneficiario»: la persona física en nombre de la 
cual el contratante principal se comprometa a comprar el 
viaje combinado.

f) «Cesionario»: la persona física a la cual el contra-
tante principal u otro beneficiario ceda el viaje combi-
nado.

g) «Consumidor o usuario»: cualquier persona en la 
que concurra la condición de contratante principal, bene-
ficiario o cesionario.

h) «Contrato»: el acuerdo que vincula al consumidor 
con el organizador o el detallista.

2. A los efectos de lo previsto en este Libro, el orga-
nizador y el detallista deberán tener la consideración de 
agencia de viajes de acuerdo con la normativa adminis-
trativa.

CAPÍTULO II

Información precontractual y formalización del contrato

Artículo 152. Programa y oferta de viajes combinados.

1. El detallista o, en su caso, el organizador deberá 
poner a disposición de los consumidores y usuarios un 
programa o folleto informativo que contenga por escrito 
la correspondiente oferta sobre el viaje combinado y que 
deberá incluir una clara, comprensible y precisa informa-
ción sobre los siguientes extremos:

a) Destinos y medios de transporte, con mención de 
sus características y clase.

b) Duración, itinerario y calendario de viaje.
c) Relación de establecimientos de alojamiento, con 

indicación de su tipo, situación, categoría o nivel de 
comodidad y sus principales características, así como su 
homologación y clasificación turística en aquellos países 
en los que exista clasificación oficial.

d) El número de comidas que se vayan a servir y, en 
su caso, si las bebidas o algún tipo de ellas no estuvieran 
incluidas en el régimen alimenticio previsto.

e) La información de índole general sobre las condi-
ciones aplicables a los nacionales de los Estados miem-
bros de la Unión Europea en materia de pasaportes y de 
visados, y las formalidades sanitarias necesarias para el 
viaje y la estancia.

f) Precio final completo del viaje combinado, inclui-
dos los impuestos, y precio estimado de las excursiones 
facultativas. En el caso de gastos adicionales correspon-
dientes a los servicios incluidos en el viaje combinado 
que deba asumir el consumidor y que no se abonen al 
organizador o detallista, información sobre su existencia 
y, si se conoce, su importe.

g) El importe o el porcentaje del precio que deba 
pagarse en concepto de anticipo sobre el precio total y el 
calendario para el pago de la parte de precio no cubierta 
por el anticipo desembolsado, así como las condiciones 
de financiación que, en su caso, se oferten.

h) Si para la realización del viaje combinado se nece-
sita un número mínimo de inscripciones y, en tal caso, la 
fecha límite de información al consumidor y usuario en 
caso de anulación.

i) Cláusulas aplicables a posibles responsabilidades, 
cancelaciones y demás condiciones del viaje.

j) Nombre y domicilio del organizador del viaje com-
binado así como, en su caso, de su representación legal 
en España.

k) Toda información adicional y adecuada sobre las 
características del viaje ofertado.

Artículo 153. Carácter vinculante del programa oferta.

La información contenida en el programa-oferta será 
vinculante para el organizador y el detallista del viaje 
combinado, salvo que concurra alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) Que los cambios en dicha información se hayan 
comunicado claramente por escrito al consumidor y 
usuario antes de la celebración del contrato y tal posibili-
dad haya sido objeto de expresa mención en el programa-
oferta.

b) Que se produzcan posteriormente modificacio-
nes, previo acuerdo por escrito entre las partes contra-
tantes.

Artículo 154. Forma y contenido del contrato.

1. El contrato de viaje combinado deberá formularse 
por escrito y contener entre sus cláusulas, en función de 
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las características de la oferta de que se trate, referencia, 
al menos, a los siguientes elementos:

a) El destino o los destinos del viaje.
b) En caso de fraccionamiento de la estancia, los 

distintos períodos y sus fechas.
c) Los medios, características y categorías de los 

transportes que se vayan a utilizar.
d) Las fechas, horas y lugares de salida y de 

regreso.
e) En caso de que el viaje combinado incluya aloja-

miento, su situación, su categoría turística y sus principa-
les características, así como su homologación y clasifica-
ción turística, en aquellos países en los que exista 
clasificación oficial, y el número de comidas que se sir-
van.

f) Número mínimo de personas exigido, en su caso, 
para la realización del viaje combinado y, en tal supuesto, 
fecha límite de información al consumidor y usuario en 
caso de cancelación, que deberá efectuarse con una ante-
lación mínima de diez días a la fecha prevista de iniciación 
del viaje.

g) El itinerario.
h) Las visitas, excursiones o demás servicios inclui-

dos en el precio total convenido del viaje combinado.
i) El nombre y la dirección del organizador, del deta-

llista y, si procede, del asegurador.
j) El precio del viaje combinado, desglosando los 

gastos de gestión, así como una indicación de toda posi-
ble revisión del mismo, ajustado a lo previsto en el 
artículo 157, y de los posibles derechos e impuestos 
correspondientes a los servicios contratados, cuando no 
estén incluidos en el precio del viaje combinado.

k) Los gastos de anulación, si los hubiere y puedan 
calcularse razonablemente de antemano, debidamente 
desglosados. Si no pudiera calcularse su importe razona-
blemente de antemano, el hecho de que se podrán reper-
cutir tales gastos, siempre que se hayan producido efecti-
vamente.

l) Modalidades de pago del precio y, en su caso, 
calendario y condiciones de financiación.

m) Toda solicitud especial que el consumidor y usua-
rio haya transmitido al organizador o al detallista y que 
éste haya aceptado.

n) La obligación del consumidor y usuario de comu-
nicar todo incumplimiento en la ejecución del contrato, 
por escrito o en cualquier otra forma en que quede cons-
tancia, al organizador o al detallista y, en su caso, al pres-
tador del servicio de que se trate.

ñ) El plazo de prescripción de las acciones estable-
cido en el artículo 164, en el que el consumidor y usuario 
podrá formular sus reclamaciones por la no ejecución o 
ejecución deficiente del contrato.

o) El plazo en que el consumidor y usuario podrá 
exigir la confirmación de sus reservas.

2. El consumidor y usuario será informado, con anti-
cipación a la celebración del contrato, del contenido de 
las cláusulas contractuales y recibirá una copia de aquél, 
una vez formalizado el mismo.

3. La descripción del viaje combinado comunicada 
por el detallista o, en su caso, por el organizador al consu-
midor y usuario, así como su precio y todas las demás 
condiciones aplicables al contrato deberán ser veraces y 
comprobables en los términos establecidos en los artícu-
los 18 y 60.

CAPÍTULO III

Otros derechos del consumidor y usuario

Artículo 155. Cesión de la reserva.

1. El contratante principal o el beneficiario podrán 
ceder gratuitamente su reserva en el viaje combinado a 
una persona que reúna todas las condiciones requeridas 
para el mismo.

2. La cesión deberá ser comunicada por escrito al 
detallista o, en su caso, al organizador con una antelación 
mínima de 15 días a la fecha de inicio del viaje, salvo que 
las partes pacten un plazo menor en el contrato.

3. La persona que ceda su reserva en el viaje combi-
nado y el cesionario responderán solidariamente, ante el 
detallista o, en su caso, el organizador que sean parte del 
contrato, del pago del saldo del precio, así como de los 
gastos adicionales justificados que pudiera haber cau-
sado dicha cesión.

Artículo 156. Información adicional sobre el viaje contra-
tado.

1. Los detallistas o, en su caso, los organizadores de 
viajes combinados deberán facilitar, por escrito o en cual-
quier otra forma en que quede constancia y con el tiempo 
necesario antes del inicio del viaje, a los consumidores y 
usuarios con los que hayan contratado, la siguiente infor-
mación:

a) Los horarios y lugares de las escalas y los enlaces, 
así como la indicación de la categoría del lugar que 
deberá ocupar el viajero en el medio o medios de trans-
porte que vayan a ser utilizados.

b) El nombre, dirección y número de teléfono de la 
representación del organizador o detallista en cada des-
tino o, en su defecto, los de los organismos locales que 
puedan ayudar al consumidor y usuario en caso de difi-
cultades. Cuando no existan dichas representaciones y 
organismos, el consumidor y usuario deberá poder dispo-
ner, en cualquier caso, de un número de teléfono de 
urgencia o de cualquier otra información que le permita 
ponerse en contacto con el organizador o detallista.

c) Para los viajes y estancias de menores en el 
extranjero, la información que permita establecer un con-
tacto directo con éstos o los responsables de su estancia 
«in situ» durante el viaje.

d) Información, de acuerdo con la legislación vigente 
reguladora del seguro privado, sobre la suscripción facul-
tativa de un contrato de seguro que cubra los gastos de 
cancelación por el consumidor y usuario, o de un contrato 
de asistencia que cubra los gastos de repatriación o tras-
lado al lugar de origen, en caso de accidente, enfermedad 
o fallecimiento.

2. La información prevista en el apartado anterior 
deberá facilitarse a más tardar en el momento de confir-
mación de las reservas.

CAPÍTULO IV

Modificación del contrato

Artículo 157. Revisión de precios.

1. Los precios establecidos en el contrato no podrán 
ser revisados, salvo si éste establece de manera explícita 
la posibilidad de revisión, tanto al alza como a la baja, y, a 
tal fin, se definen las modalidades precisas de cálculo.

2. La revisión sólo tendrá lugar para incorporar 
variaciones del precio de los transportes, incluido el coste 
del carburante, las tasas e impuestos relativos a determi-
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nados servicios y los tipos de cambio aplicados al viaje 
organizado.

3. Será nula la revisión de precios al alza efectuada 
en los 20 días inmediatamente anteriores a la fecha de 
salida del viaje.

Artículo 158. Modificación del contrato.

1. En el supuesto de que, antes de la salida del viaje, 
el organizador se vea obligado a modificar de manera 
significativa algún elemento esencial del contrato deberá 
ponerlo inmediatamente en conocimiento del consumi-
dor y usuario.

2. En tal supuesto, y salvo que las partes convengan 
otra cosa en cláusulas negociadas individualmente, el 
consumidor y usuario podrá optar entre resolver el con-
trato sin penalización alguna o aceptar una modificación 
del contrato en el que se precisen las variaciones introdu-
cidas y su repercusión en el precio.

El consumidor y usuario deberá comunicar la decisión 
que adopte al detallista o, en su caso, al organizador den-
tro de los tres días siguientes a ser notificado de la modi-
ficación a que se refiere este artículo.

En el supuesto de que el consumidor y usuario no 
notifique su decisión en los términos indicados, se enten-
derá que opta por la resolución del contrato sin penaliza-
ción alguna.

TÍTULO II

Disposiciones relativas a la resolución del contrato 
y responsabilidades

CAPÍTULO I

Resolución del contrato o cancelación

Artículo 159. Resolución del contrato por causa imputa-
ble al organizador o cancelación del viaje.

1. En el supuesto de que el consumidor y usuario 
opte por resolver el contrato, al amparo de lo previsto en 
el apartado 2 del artículo anterior, o de que el organizador 
cancele el viaje combinado antes de la fecha de salida 
acordada, por cualquier motivo que no sea imputable al 
consumidor y usuario, éste tendrá derecho, desde el 
momento en que se produzca la resolución del contrato, 
al reembolso de todas las cantidades pagadas, con arre-
glo al mismo, o bien a la realización de otro viaje combi-
nado de calidad equivalente o superior siempre que el 
organizador o detallista pueda proponérselo.

En el supuesto de que el viaje ofrecido fuera de cali-
dad inferior, el organizador o el detallista deberán rembol-
sar al consumidor y usuario, cuando proceda en función 
de las cantidades ya desembolsadas, la diferencia de pre-
cio, con arreglo al contrato.

En todo caso, el consumidor y usuario podrá exigir el 
reintegro de las cantidades desembolsadas al empresario 
al que se las abonó, que deberá reintegrárselas en los 
plazos y condiciones previstas en el artículo 76. El cóm-
puto del plazo, en este caso, se iniciará desde la notifica-
ción del consumidor y usuario de su opción por la resolu-
ción o desde que se produjeran las circunstancias 
determinantes de la cancelación.

2. El mismo derecho previsto en el número anterior 
corresponderá al consumidor y usuario que no obtuviese 
confirmación de la reserva en los términos estipulados en 
el contrato.

3. En los anteriores supuestos, el organizador y el 
detallista serán responsables del pago al consumidor y 
usuario de la indemnización que, en su caso, corresponda 

por incumplimiento del contrato, que en ningún supuesto 
podrá ser inferior al 5 por ciento del precio total del viaje 
contratado, si el citado incumplimiento se produce entre 
los dos meses y quince días inmediatamente anteriores a 
la fecha prevista de realización del viaje; el 10 por ciento si 
se produce entre los quince y tres días anteriores, y el 25 
por ciento en el supuesto de que el incumplimiento citado 
se produzca en las 48 horas anteriores.

4. No existirá obligación de indemnizar en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando la cancelación se deba a que el número 
de personas inscritas para el viaje combinado sea inferior 
al exigido y así se comunique por escrito al consumidor y 
usuario antes de la fecha límite fijada a tal fin en el con-
trato, que como mínimo será de 10 días de antelación 
mínima a la fecha prevista de iniciación del viaje.

b) Cuando la cancelación del viaje, salvo en los 
supuestos de exceso de reservas, se deba a motivos de 
fuerza mayor, entendiendo por tales aquellas circunstan-
cias ajenas a quien las invoca, anormales e imprevisibles 
cuyas consecuencias no habrían podido evitarse, a pesar 
de haber actuado con la diligencia debida.

Artículo 160. Resolución del contrato por el consumidor 
y usuario.

En todo momento el consumidor y usuario podrá 
dejar sin efecto los servicios solicitados o contratados, 
teniendo derecho a la devolución de las cantidades que 
hubiese abonado, pero deberá indemnizar al organizador 
o detallista en las cuantías que a continuación se indican, 
salvo que tal resolución tenga lugar por causa de fuerza 
mayor:

a) Abonará los gastos de gestión, los de anulación, si 
los hubiere, y una penalización consistente en el 5 por 
ciento del importe total del viaje, si la cancelación se pro-
duce con más de diez y menos de quince días de antela-
ción a la fecha del comienzo del viaje; el 15 por ciento 
entre los días tres y diez, y el 25 por ciento dentro de las 
cuarenta y ocho horas anteriores a la salida.

De no presentarse a la salida, el consumidor y usuario 
está obligado al pago del importe total del viaje, abo-
nando, en su caso, las cantidades pendientes salvo 
acuerdo entre las partes en otro sentido.

b) En el caso de que el viaje combinado estuviera 
sujeto a condiciones económicas especiales de contrata-
ción, tales como flete de aviones, buques o tarifas espe-
ciales, los gastos de cancelación se establecerán de 
acuerdo con las condiciones acordadas entre las partes.

CAPÍTULO II

Incumplimiento, responsabilidad y garantías

Artículo 161. Consecuencias de la no prestación de ser-
vicios.

1. En el caso de que, después de la salida del viaje, el 
organizador no suministre o compruebe que no puede 
suministrar una parte importante de los servicios previs-
tos en el contrato, adoptará las soluciones adecuadas 
para la continuación del viaje organizado, sin suplemento 
alguno de precio para el consumidor y usuario, y, en su 
caso, abonará a este último el importe de la diferencia 
entre las prestaciones previstas y las suministradas. Si el 
consumidor y usuario continúa el viaje con las soluciones 
dadas por el organizador se considerará que acepta táci-
tamente dichas propuestas.

2. Si las soluciones adoptadas por el organizador 
fueran inviables o el consumidor y usuario no las acep-
tase por motivos razonables, aquél deberá facilitar a éste, 
sin suplemento alguno de precio, un medio de transporte 
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equivalente al utilizado en el viaje para regresar al lugar 
de salida o a cualquier otro que ambos hayan convenido, 
sin perjuicio de la indemnización que en su caso pro-
ceda.

3. En caso de reclamación, el detallista o, en su caso, 
el organizador deberá obrar con diligencia para hallar las 
soluciones adecuadas.

Artículo 162. Responsabilidad de los organizadores y 
detallistas.

1. Los organizadores y los detallistas de viajes com-
binados responderán frente al consumidor y usuario, en 
función de las obligaciones que les correspondan por su 
ámbito respectivo de gestión del viaje combinado, del 
correcto cumplimiento de las obligaciones derivadas del 
contrato, con independencia de que éstas las deban eje-
cutar ellos mismos u otros prestadores de servicios, y sin 
perjuicio del derecho de los organizadores y detallistas a 
actuar contra dichos prestadores de servicios.

La responsabilidad frente al consumidor será solidaria 
de cuantos empresarios, sean organizadores o detallistas, 
concurran conjuntamente en el contrato cualquiera que 
sea su clase y las relaciones que existan entre ellos, sin 
perjuicio del derecho de repetición de quien responda 
ante el consumidor y usuario frente a quien sea imputable 
el incumplimiento o cumplimiento defectuoso del con-
trato en función de su respectivo ámbito de gestión del 
viaje combinado.

2. Los organizadores y detallistas de viajes combina-
dos responderán, asimismo, de los daños sufridos por el 
consumidor y usuario como consecuencia de la no ejecu-
ción o ejecución deficiente del contrato.

Dicha responsabilidad cesará cuando concurra alguna 
de las siguientes circunstancias:

a) Que los defectos observados en la ejecución del 
contrato sean imputables al consumidor y usuario.

b) Que dichos defectos sean imputables a un tercero 
ajeno al suministro de las prestaciones previstas en el 
contrato y revistan un carácter imprevisible o insupera-
ble.

c) Que los defectos aludidos se deban a motivos de 
fuerza mayor, entendiendo por tales aquellas circunstan-
cias ajenas a quien las invoca, anormales e imprevisibles 
cuyas consecuencias no habrían podido evitarse, a pesar 
de haber actuado con la diligencia debida.

d) Que los defectos se deban a un acontecimiento 
que el detallista, o en su caso, el organizador, a pesar de 
haber puesto toda la diligencia necesaria, no podía prever 
ni superar.

En los supuestos de exclusión de responsabilidad por 
darse alguna de las circunstancias previstas en los párra-
fos b), c) y d), el organizador y el detallista que sean parte 
en el contrato estarán obligados, no obstante, a prestar la 
necesaria asistencia al consumidor y usuario que se 
encuentre en dificultades.

3. El resarcimiento de los daños, que resulten del 
incumplimiento o de la mala ejecución de las prestacio-
nes incluidas en el viaje combinado, quedará limitado con 
arreglo a lo previsto en los convenios internacionales 
reguladores de dichas prestaciones.

4. No podrán establecerse excepciones mediante 
cláusula contractual a lo previsto en los apartados 1 y 2 de 
este artículo.

Artículo 163. Garantía de la responsabilidad contrac-
tual.

Los organizadores y detallistas de viajes combinados 
tendrán la obligación de constituir y mantener en perma-
nente vigencia una fianza en los términos que determine 
la Administración turística competente, para responder 

del cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
prestación de sus servicios frente a los contratantes de un 
viaje combinado y, especialmente, del reembolso de los 
fondos depositados y el resarcimiento por los gastos de 
repatriación en el supuesto de insolvencia o quiebra.

La fianza quedará afecta al cumplimiento de las obli-
gaciones que deriven de:

a) Resolución firme en vía judicial de responsabilida-
des económicas de los organizadores y detallistas deriva-
das de la acción ejercitada por el consumidor y usuario 
final.

b) Laudo dictado por las Juntas arbitrales de con-
sumo o por los órganos de arbitraje institucionales crea-
dos por normas legales para un sector o un supuesto 
específico, previa sumisión voluntaria de las partes.

Caso de ejecutarse la fianza, deberá reponerse en el 
plazo de 15 días, hasta cubrir nuevamente la totalidad 
inicial de la misma.

Artículo 164. Prescripción de acciones.

Prescribirán por el transcurso de dos años las accio-
nes derivadas de los derechos reconocidos en este libro.

Artículo 165. Régimen sancionador.

A lo dispuesto en este Libro no le es de aplicación el 
régimen de infracciones y sanciones previsto en el libro 
primero, título IV, capítulo II, siéndole de aplicación la 
legislación específica sobre la materia dictada por las 
Administraciones públicas competentes en materia de 
turismo.

Disposición transitoria primera. Garantía comercial.

1. Lo dispuesto en esta norma respecto de la garantía 
comercial adicional no será de aplicación a los productos 
puestos en circulación antes del 11 de septiembre de 2003.

2. No obstante lo previsto en el apartado anterior, en 
relación con los bienes de naturaleza duradera puestos en 
circulación antes de dicha fecha, el productor o, en su 
defecto, el vendedor deberá entregar al consumidor y 
usuario una garantía, formalizada por escrito, en la que, 
como mínimo, se asegure al titular de la garantía:

a) La reparación totalmente gratuita de los vicios o 
defectos originarios y de los daños y perjuicios por ellos 
ocasionados.

b) En los supuestos en que la reparación efectuada 
no fuera satisfactoria y el objeto no revistiese las condi-
ciones óptimas para cumplir el uso a que estuviese desti-
nado, el titular de la garantía tendrá derecho a la sustitu-
ción del objeto adquirido por otro de idénticas 
características o a la devolución del precio pagado.

3. El documento de garantía al que se refiere el apar-
tado anterior tendrá el siguiente contenido mínimo:

a) El objeto sobre el que recaiga la garantía.
b) El garante.
c) El titular de la garantía.
d) Los derechos del titular de la garantía.
e) El plazo de duración de la garantía que, en ningún 

caso será inferior a 6 meses desde la fecha de entrega, 
salvo cuando la naturaleza del bien lo impidiera y sin per-
juicio de las disposiciones legales o reglamentarias para 
bienes o servicios concretos.

Disposición transitoria segunda. Productos de natura-
leza duradera.

En tanto no se concreten por el Gobierno los produc-
tos de naturaleza duradera, se entenderá que tales pro-
ductos son los enumerados en el anexo II del Real Decreto 
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1507/2000, de 1 de septiembre, por el que se actua lizan 
los catálogos de productos y servicios de uso o consumo 
común, ordinario y generalizado y de bienes de natura-
leza duradera, a efectos de lo dispuesto, respectivamente, 
en los artículos 2, apartado 2, y 11, apartados 2 y 5, de la 
Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usua-
rios y normas concordantes.

Disposición transitoria tercera. Responsabilidad civil por 
los daños causados por productos defectuosos puestos 
en circulación con anterioridad al 8 de julio de 1994.

Las normas del libro tercero, título II, capítulo I de esta 
norma no serán de aplicación a la responsabilidad civil 
derivada de los daños causados por productos puestos 
en circulación antes de 8 de julio de 1994.

Esta responsabilidad se regirá por las reglas del capí-
tulo II del citado título, con las siguientes reglas adicio-
nales:

1. Con carácter general, y sin perjuicio de lo que 
resulte más favorable al consumidor y usuario, en virtud 
de otras disposiciones o acuerdos convencionales, regi-
rán los siguientes criterios en materia de responsabili-
dad:

a) El productor, suministrador o proveedor de pro-
ductos a los consumidores y usuarios, responde del ori-
gen, identidad e idoneidad de los mismos, de acuerdo 
con su naturaleza y finalidad y con las normas que los 
regulan.

b) En el caso de productos a granel responde el tene-
dor de los mismos, sin perjuicio de que se pueda identifi-
car y probar la responsabilidad del anterior tenedor, pro-
veedor o suministrador.

c) En el supuesto de productos envasados, etiqueta-
dos y cerrados con cierre íntegro, responde la firma o 
razón social que figure en su etiqueta, presentación o 
publicidad. Podrá eximirse de esa responsabilidad pro-
bando su falsificación o incorrecta manipulación por ter-
ceros, que serán los responsables.

2. En todo caso será de aplicación el régimen de res-
ponsabilidad previsto en el artículo 148 a los productos 
alimenticios, los de higiene, limpieza, cosméticos, espe-
cialidades o productos farmacéuticos, gas, electricidad, 
vehículos de motor, juguetes y productos dirigidos a los 
niños.

3. Si a la producción de daños concurrieren varias 
personas, responderán solidariamente ante los perjudica-
dos. El que pagare al perjudicado tendrá derecho a repetir 
de los otros responsables, según su participación en la 
causación de los daños.

Disposición final primera. Modificación de cuantías.

Se autoriza al Gobierno a modificar las cuantías esta-
blecidas esta norma. Las cuantías de los artículos 51 y 148 
se modificarán teniendo en cuenta la variación de los índi-
ces de precios al consumo y las previstas en el artículo 
141 para adaptarlas a las revisiones periódicas de la nor-
mativa comunitaria.

Disposición final segunda. Desarrollo reglamentario.

Se faculta al Gobierno para dictar, en materia de su 
competencia, las disposiciones precisas para la aplica-
ción de esta norma. En particular, el Gobierno determi-
nará los productos de naturaleza duradera a que se 
refiere el artículo 126.

Disposición final tercera. Aplicabilidad del régimen regla-
mentario en materia de infracciones y sanciones.

A efectos de lo establecido en el libro primero, título IV, 
capítulo II de esta norma será de aplicación el Real 
Decre to 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las 
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumi-
dor y de la producción agroalimentaria, sin perjuicio de sus 
ulteriores modificaciones o adaptaciones por el Gobierno. 

 20556 REAL DECRETO 1545/2007, de 23 de noviem-
bre, por el que se regula el Sistema Cartográ-
fico Nacional.

La Ley 7/1986, de 24 de enero, de Ordenación de la 
Cartografía, regula el marco en el que se ha venido desa-
rrollando la actividad cartográfica oficial en España. Su 
mayor éxito consiste en haber contribuido al eficaz desa-
rrollo de la cartografía por parte de las Administraciones 
públicas competentes, si bien el sistema diseñado no ha 
evitado (en algunos casos) una duplicidad del gasto y del 
esfuerzo público en esta materia. Por esta razón esencial, 
se ha determinado la necesidad de establecer un Sistema 
Cartográfico Nacional que, con respeto a lo dispuesto en 
la Ley y a la Sentencia 76/1984, de 29 de junio, del Tribunal 
Constitucional, suponga un sistema racional y operativo, 
dentro de un marco de colaboración y eficiencia, que 
favorezca el ejercicio de la actividad cartográfica, base 
común del desarrollo económico y social que propugnan 
todas las Administraciones públicas españolas para los 
ciudadanos y sus respectivos territorios.

La producción cartográfica, al tratarse de una activi-
dad de base objetiva, que refleja una realidad primordial 
como es el territorio, no permite las discusiones habitua-
les en otras disciplinas más especulativas. Por ello, basta 
con alcanzar un acuerdo relativo a los criterios cartográfi-
cos de representación para que cualquier agente pueda 
utilizar indistintamente sus propias producciones carto-
gráficas o las de otros agentes, siempre y cuando se 
hayan realizado siguiendo los mismos criterios. Esta 
inmediata capacidad de colaboración –una vez que el 
método a utilizar ha de ser el normalizado conforme a las 
iniciativas y modelos de la Unión Europea– permite 
numerosos ahorros en esfuerzo y gasto público, y favo-
rece que la regulación del Sistema Cartográfico Nacional 
sea acertada en cuanto a su diseño gracias a la correspon-
sabilidad de sus integrantes y al establecimiento de cláu-
sulas de salvaguardia que aseguren su libertad de acción 
dentro del Sistema. Esa doble garantía de sometimiento 
voluntario al Sistema (con capacidad autónoma de aparta-
miento o separación) y de aprovechamiento extensivo del 
mismo, supone la base sobre la que se ha fundamentado 
el desarrollo del Sistema Cartográfico Nacional, diseñado a 
partir de lo establecido en la Ley 7/1986 y de su gestión por 
parte de las distintas Administraciones del Estado.

Pero esa doble garantía no es suficiente para aportar 
toda la eficiencia y transparencia que necesita el Sistema, 
por lo que se le ha dotado de unos mecanismos que ase-
guren la objetividad y la publicidad de sus principios y 
que resulten ágiles y flexibles en su aplicación.

De esta manera, el Sistema Cartográfico Nacional, 
que se define y regula en el presente real decreto, consti-
tuye el marco obligatorio de actuación de la Administra-
ción General del Estado en materia cartográfica, así como 
de todas aquellas Administraciones públicas que volunta-
riamente lo adopten como modelo de actuación coopera-
tiva para el mejor servicio de los intereses generales, sal-
vaguardando el reparto competencial establecido y 
manteniéndolo. Sin embargo, ese modelo no puede con-
siderarse como una fórmula que elimine atribuciones de 




